
Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        

Documentos elaborados por el Comité para la Eliminación de 
la Discriminación contra la Mujer enunciando las directrices a 

tener en cuenta en la aplicación de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la 

mujer en tiempos de COVID-19 así como también un 
llamamiento a la acción conjunta en los tiempos de 

pandemia.



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer es el órgano de expertos independientes que supervisa 
la aplicación de la Convención sobre la eliminación de todas 

las formas de discriminación contra la mujer, (CEDAW, por sus 
siglas en inglés). Está compuesto por 23 expertos en materia 

de derechos de la mujer procedentes del mundo entero.

Aquí acompañamos las recomendaciones elaboradas hasta 
la fecha en relación con los derechos humanos de las 

mujeres e identidades diversas en el marco de la pandemia 
por COVID-19.



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        

1 https://www.ohchr.org/Documents/Press/faith4rights-toolkit.pdf
2 Recomendación General número 36 (2017) sobre el derecho de las niñas y mujeres a la educación.



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        

3 https://www.un.org/sg/en/content/sg/press-encoun-
ter/2020-03-23/transcript-of-the-secretary-generals-virtual-press-encounter-the-appeal-for-global-ceasefire and 
https://www.un.org/sg/en/content/sg/statement/2020-04-11/the-secretary-generals-special-appeal-religious-leaders
4 https://rfp.org/statement-by-religions-for-peace-on-coronavirus-crisis/



Nota con orientaciones: CEDAW y COVID-19

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) expresa su profunda 
preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de género y 
discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual provocada 
por el COVID-19; asimismo, el Comité solicita a los estados que respeten los derechos de las mujeres 
y niñas.

Muchos estados consideran las restricciones a la libertad de desplazamiento y las medidas de 
distanciamiento social necesarias para prevenir los contagios; no obstante, estas medidas pueden 
limitar de forma desproporcionada el acceso de la mujer a la atención sanitaria, los lugares seguros 
de refugio, la educación, el empleo y la vida económica. Los efectos se agravan en el caso de los 
grupos de mujeres en situación de desventaja y las mujeres en situaciones de conflicto y en otras 
situaciones humanitarias.

Los Estados parte de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (la Convención) tienen la obligación de asegurar que las medidas que adopten para 
hacer frente al COVID-19 no discriminen directa o indirectamente a las mujeres y niñas. Asimismo, los 
Estados parte están obligados a proteger a las mujeres de la violencia de género y garantizar que 
los perpetradores rindan cuentas, a impulsar el empoderamiento socioeconómico de la mujer, y a 
asegurar su participación en la formulación de políticas y la toma de decisiones en todas las 
respuestas a la crisis y medidas de recuperación.

Recordando la declaración conjunta de los diez órganos creados en virtud de tratados de dere-
chos humanos de Naciones Unidas y el llamamiento del Comité a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID-19, y tomando en consideración la nota orientativa de la OACDH 
sobre el COVID-19 y los derechos humanos de la mujer, el Comité insta a los Estados parte también 
a proteger los derechos de la mujer en sus respuestas a la amenaza para la salud pública que 
supone la pandemia del COVID-19. De modo particular, el Comité insta a los Estados parte a:

1) Abordar el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de la mujer: los sesgos de 
género en la asignación de recursos y reasignación de financiación durante las pandemias agra-
van las ya existentes desigualdades de género, perjudicando en muchas ocasiones las necesidades 
en materia de salud de la mujer. Debido a la carga desproporcionada del cuidado de los niños y de 
los familiares enfermos y mayores en casa que soporta la mujer, así como el gran número de muje-
res que trabajan en la atención sanitaria, las mujeres están expuestas a mayor riesgo de contraer el 
COVID-19. Han de ofrecer respuestas los Estados parte al mayor riesgo para la salud de la mujer 
mediante medidas de prevención y para asegurar el acceso a programes de detección y trata-
miento precoz de COVID-19. Asimismo, los Estados parte deben proteger del contagio también a las 
trabajadoras sanitarias, así como a otras trabajadoras en primera línea, a través de medidas como 
la difusión de información preventiva necesaria y la adecuada prestación de equipos de protección 

personal y de servicios de apoyo psicosocial.   

2) Garantizar los servicios de salud sexual y reproductiva en tanto servicios esenciales: los Esta-
dos parte deben seguir ofreciendo servicios de salud sexual y reproductiva que tengan en cuenta el 
género, incluidos servicios de maternidad, a modo de elemento de sus respuestas ante el COVID-19. El 
acceso confidencial de las mujeres y niñas a información y a servicios relacionados con la salud 
sexual y reproductiva, como por ejemplo métodos anticonceptivos modernos, servicios de aborto y 
servicios postaborto seguros, y el pleno consentimiento, debe asegurarse en todo momento a través 
de líneas telefónicas gratuitas y procedimientos de acceso fácil, como son las recetas médicas en 
línea, sin coste alguno en caso de que sea necesario. Los Estados parte deben sensibilizar al respecto 
de los riesgos particulares del COVID-19 para las mujeres embarazadas y las mujeres con problemas 
de salud preexistentes. Deben poner a disposición del personal sanitario manuales que pongan de 
relieve la importancia de cumplir los procedimientos para la prevención de contagios, incluso en el 
caso de la salud materna, durante el embarazo, el parto y el periodo postparto.

3) Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico y 
psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en comu-
nidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la violencia 
de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben garantizar 
el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación de riesgo 
de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de alejamiento, 
asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los planes 
nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a la disponi-
bilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación psicológi-
ca, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es necesario 
abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y el aisla-
miento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo de 
contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

4) Asegurar la igualdad de participación en la adopción de decisiones: los gobiernos, las institu-
ciones multilaterales, el sector privado y otros actores deben asegurar la representación igualitaria 
de la mujer, incluso a través de las organizaciones de los derechos de la mujer, así como su verdadera 
participación y liderazgo en la elaboración de estrategias de respuesta y recuperación del COVID-19, 
incluidas las estrategias de recuperación social y económica, a todos los niveles; asimismo, deben 
reconocer que las mujeres son agentes importantes en los cambios sociales, tanto ahora como des-
pués del COVID-19.

5) Garantizar la educación continua: como consecuencia de la clausura de centros educativos y 
de la permanencia de los niños en sus hogares, muchas mujeres y niñas quedan relegadas a papeles 
estereotipados en relación con el trabajo doméstico. Aunque las clases en línea pueden ayudar a 

garantizar la educación continua, no es una opción para muchas niñas y mujeres que tienen que 
aguantar la carga de las labores domésticas y/o no disponen de los recursos y dispositivos necesa-
rios para acceder a internet. Los estados tienen la obligación de facilitar herramientas educativas 
alternativas que sean inclusivas y gratuitas, incluso en zonas rurales y remotas con acceso limitado a 
internet. La suspensión de la prestación de subvenciones para el comedor escolar y de servicios de 
distribución de productos sanitarios para las niñas y mujeres jóvenes en centros educativos puede 
provocar una falta de alimentación y prácticas menstruales antihigiénicas. Consecuentemente, los 
Estados parte deben distribuir estas subvenciones y estos productos a los hogares de otra manera 
durante el periodo en que permanezcan cerrados los centros educativos.

6) Proporcionar apoyos socioeconómicos a las mujeres: la crisis del COVID-19 tiene un impacto 
negativo en las mujeres con trabajos de baja remuneración y empleos informales, de corta duración 
o precarios por otros motivos, y sobre todo por la ausencia de protección social. Los planes de 
respuesta y recuperación después del COVID-19 deben abordar las desigualdades de género en el 
empleo, promover la transición de las mujeres de la economía informal a la formal, y ofrecer sistemas 
de protección social relevantes a las mujeres. Asimismo, es preciso formular programas y objetivos 
en relación con el empoderamiento económico de la mujer después de la pandemia. Los planes en 
materia de reanimación económica, diversificación y expansión de los mercados deben dirigirse a 
las mujeres y ofrecer paquetes de medidas de estímulo económico, créditos a bajo interés y/o 
programas de garantías crediticias a las empresas pertenecientes a mujeres, y asegurar el acceso 
de la mujer a oportunidades de mercado, comercio y adquisición, prestando atención especial a las 
mujeres que residen en zonas rurales.

7) Adoptar medidas específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja: Los Estados 
parte deben mantener el principio de los ODS de ‘no dejar a nadie atrás’ y promover enfoques inclusi-
vos en sus medidas legislativas, políticas y de otra índole. Durante la pandemia del COVID-19, los Esta-
dos parte deben reforzar las medidas de apoyo dirigidas a los colectivos desfavorecidos o margina-
dos de mujeres y, en particular, deben:

- Mitigar el impacto de COVID-19 en la salud, incluida la salud mental, de las mujeres mayores y de 
las mujeres con condiciones médicas preexistentes, garantizando el acceso a la atención sanitaria 
mediante visitas domiciliarias, modos seguros de transporte para poder acudir a las instalaciones 
sanitarias, y servicios de orientación psicosocial.

- Garantizar que los servicios básicos, incluyendo la atención sanitaria, las casas de acogida para 
víctimas de violencia y la educación inclusiva sigan siendo accesibles para las mujeres y niñas con 
discapacidad durante el periodo de confinamiento y de reducción de servicios, incluso en zonas 
rurales y para aquellas que residen en instituciones.

- Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 

situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 
correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e incluso 
las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado a la 
atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

- Adoptar medidas especiales para proteger a las mujeres y niñas refugiadas y desplazadas 
internamente, como es el control sistemático para detectar casos de COVID-19 en y cerca de los 
campos de refugiados y los campos para personas desplazadas internamente, y abordar su mayor 
vulnerabilidad ante el riesgo de tráfico de personas y de sexo de supervivencia durante la pandemia.

- Garantizar que las mujeres y niñas indígenas tengan acceso a una atención sanitaria cultural-
mente aceptable que pretenda encontrar un enfoque integrado entre la medicina moderna y la 
medicina tradicional indígena y que incluya acceso a equipos, pruebas y tratamiento médico urgen-
te para el COVID-19. Todos los servicios han de prestarse en colaboración con las autoridades indíge-
nas locales, respetando sus derechos a la autodeterminación y a la protección de sus territorios 
contra la propagación del virus. Los Estados parte deben garantizar que las mujeres y niñas indíge-
nas y las que pertenecen a minorías tengan acceso a la educación continua y a información relativa 
al COVID-19, incluso en sus lenguas nativas.

- Combatir la discriminación contra las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero en el acceso 
a la atención sanitaria, y velar porque disfruten del acceso seguro a casas de acogida y servicios de 
apoyo en caso de ser víctimas de violencia de género durante el confinamiento en los hogares. 

- Considerar métodos alternativos a la detención para las mujeres privadas de libertad, como 
pueden ser sistemas de supervisión judicial o condenas con opción de libertad vigilada, en particular 
para las mujeres detenidas por delitos administrativos u otros delitos leves, mujeres delincuentes de 
bajo riesgo y aquellas mujeres que puedan reinsertarse en la sociedad con seguridad, mujeres en la 
parte final de sus condenas, mujeres enfermas o embarazadas, mujeres mayores y mujeres con 
discapacidad. Las reclusas políticas, incluidas las mujeres defensoras de derechos humanos en 
situación de detención sin fundamento jurídico suficiente, deben ser puestas en libertad.

8) Proteger a las mujeres y niñas en situaciones humanitarias y seguir aplicando la agenda de 
mujeres, paz y seguridad: los Estados parte deben adoptar un enfoque basado en los derechos 
humanos y realizar un análisis de los conflictos con perspectiva de género para proteger a las muje-
res y niñas en entornos humanitarios y situaciones de conflicto. Deben adoptar medidas correctoras 
para reducir el riesgo de contraer COVID-19 y evitar la alteración de servicios de prevención de morta-
lidad y morbilidad materna e infantil evitables en entornos humanitarios.

9) Fortalecer la respuesta institucional, la difusión de información y la recopilación de datos: Los 
Estados parte han de reforzar y coordinar los mecanismos nacionales para poder dar respuesta de 
manera eficaz al COVID-19. Deben difundir ampliamente información actualizada, precisa desde el 
punto de vista científica y transparente sobre los riesgos específicos por motivo de género del 
COVID-19, así como sobre los servicios de atención sanitaria y de apoyo que tengan a su disposición 

las mujeres y niñas. Esta información debe difundirse en distintos idiomas, en un lenguaje sencillo, en 
formatos accesibles y a través de todos los canales apropiados, incluyendo internet, las redes socia-
les, la radio y mensajes de texto. Teniendo en cuenta la senda de la recuperación tras el COVID-19, los 
Estados parte deben recopilar datos precisos y completos, desagregados por edad y sexo, sobre el 
impacto de género de la crisis sanitaria, para así facilitar la elaboración de políticas dirigidas a las 
mujeres y niñas que sean informadas y que se basen en datos empíricos.

 

Llamamiento del Comité de CEDAW a favor de una acción conjunta en 
tiempos de la pandemia del COVID

Ofrecer respuestas desde los sistemas de salud se ha convertido en la prioridad absoluta de los 
gobiernos de todo el mundo frente al impacto devastador y la propagación rápida del coronavirus y 
de la enfermedad respiratoria que provoca (COVID-19). Los países afectados luchan por hacer frente 
a los riesgos para la salud mientras intentan mitigar las repercusiones socioeconómicas del confina-
miento, la ralentización de la producción y la pérdida de empleo. Sin embargo, las consecuencias de 
COVID-19, que solamente empiezan ahora a vislumbrarse, requieren un enfoque global, una nueva 
visión y acciones conjuntas. 

No es suficiente limitarse a expresar preocupación por los derechos humanos en una situación sin 
precedentes como la que vivimos actualmente. Consecuentemente, el Comité de Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de CEDAW) emite este llamamiento 
a favor de una acción conjunta. Si el COVID-19 nos enseña solamente una lección, debe ser que la 
solidaridad no es ni opcional ni un acto de caridad. COVID-19 nos ha enseñado que nadie está a salvo 
si no estamos todos a salvo. La solidaridad es la mejor forma de resistir un virus que no reconoce fron-
teras o condiciones. 

El Comité de CEDAW desea aprovechar la oportunidad y pedir una acción conjunta frente a la pan-
demia del COVID-19 desde la perspectiva de los derechos de la mujer, solicitando la participación de 
todos los actores principales, y en particular de los Estados parte de la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Por lo 
tanto, el Comité publicará recomendaciones prácticas para mitigar el impacto devastador de la 
pandemia y, más concretamente, en las mujeres y niñas. COVID-19 ha cobrado víctimas indepen-
dientemente de su género, ubicación, etnicidad, religión, situación económica o de cualquier otro 
estatus. Sin embargo, debido a las desigualdades iniciales en nuestras sociedades, las consecuen-
cias de la actual crisis han tenido un impacto desproporcionado y más grave en las mujeres, que han 
sufrido formas de discriminación múltiples y agravadas en la primera línea de la respuesta, en sus 
hogares, como parte del personal sanitario y en varios sectores de producción.

Aunque se han tenido que posponer debido a la pandemia importantes acontecimientos y reunio-
nes en relación con la revisión a los 25 años de la implementación de la Declaración y Plataforma de 
Acción de Beijing (revisión de Beijing+25), como la sesión número 64 de la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer o el Foro Generación Igualdad, el Comité exige acciones concretas basa-
das en los compromisos adquiridos en la Declaración y Plataforma, dado que siguen siendo aún más 
vigentes que nunca, y con mayor enfoque en la aplicación de manera explícita de los artículos de la 
CEDAW.

La actual crisis sanitaria global constituye una prueba para la gobernanza, el liderazgo y las institu-
ciones democráticas en todas partes, para determinar si se mantienen los compromisos a escala 
nacional e internacional y si se respetan los principios de igualdad de género, no discriminación y 
solidaridad, tanto a nivel nacional como internacional. El Comité es consciente de que ninguna insti-

tución estatal o dirigente lo puede lograr solo, y es momento de emprender acciones conjuntas.

Además, el Comité pide la conceptualización de modelos de apoyo para impulsar acciones locales 
en modo ascendente, basándose en la premisa estratégica de que cada acción de cada grupo local 
o persona a título individual cuenta en una crisis global de este tipo.

 Debido a las desigualdades de género preexistentes, la discriminación arraigada y la feminización 
de la pobreza, las consecuencias multidimensionales de la crisis actual han afectado más a las muje-
res que a los hombres, a la vez que han supuesto un peso mayor de responsabilidades en los hom-
bros de la mujer. Esta brecha obliga a los gobiernos y a las organizaciones internacionales a acatar la 
necesidad de disponer de mecanismos nacionales reforzados para fomentar el avance de la mujer, 
con infraestructuras estandarizadas que aseguren la eficacia y la efectividad para cumplir los 
marcos y objetivos globales de las políticas de género. Asimismo, es preciso aumentar los apoyos a 
los actores de la sociedad civil, para así alcanzar todos los segmentos de la población y abordar 
aspectos de la vida cotidiana de las mujeres y niñas para garantizar los apoyos adecuados.

Son numerosas las acciones necesarias para el empoderamiento de la mujer, y el Comité está 
trabajando en la elaboración de la iniciativa del ‘Centro de Conocimientos de CEDAW’, poniendo a 
disposición sus conocimientos especializados en materia de derechos de la mujer con creatividad y 
de manera adaptada para tener en cuenta las restricciones actuales a los desplazamientos y la 
ralentización de la vida económica y social. 

Dado que no se puede prever aún la duración, el alcance o el impacto de las restricciones ocasio-
nadas por la pandemia, el Comité de CEDAW lanza en primer lugar un llamamiento a favor del uso de 
las nuevas tecnologías de forma más eficaz, accesible, inclusiva y generalizada y con perspectiva de 
género. A este fin, el Comité está finalizando el prototipo de un sistema de webinars para el aprendiza-
je entre iguales en colaboración con Religiones por la Paz y otros socios, con el objetivo de explorar 
cómo pueden las distintas comunidades confesionales mejorar su colaboración en respuesta a los 
distintos retos que plantea el COVID-19, con un enfoque de derechos humanos y respetando a las 
mujeres y niñas. En estos webinars se utilizará a modo de recurso el manual #Faith4Rights1. Las temá-
ticas principales de estos webinars en línea incluyen la violencia de género contra la mujer, la con-
ducta individual en relación con el COVID-19, la enseñanza a domicilio, el teletrabajo, modos creativos 
de solidaridad a nivel local, y respuestas a la discriminación contra la mujer en varios aspectos de las 
políticas públicas. El foco se pondrá de manera especial en las mujeres jóvenes que trabajan en las 
áreas de educación, medios de comunicación y tecnología y en mujeres religiosas activistas. 

Para lograrlo, el Comité se apoyará también en su jurisprudencia, que reconoce que la educación 
para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y niñas es la manera más sostenible 
de alcanzar los objetivos de no discriminación e igualdad entre las mujeres y los hombres.2

El Comité respalda la petición del Secretario General de la ONU, António Guterres, de un alto al fuego 
global, así como su llamamiento especial a los dirigentes religiosos de todo credo religioso para que 
se centren en la lucha común contra el COVID-19.3 Asimismo, el Comité valora también la declaración 
de Religiones por la Paz del 19 de marzo de 2020 sobre la crisis del coronavirus,4 que recalca la respon-
sabilidad de los actores confesionales de traducir los valores éticos en acciones concretas y contiene 
ideas sustantivas para el aprendizaje, la enseñanza, la oración y el diseño de proyectos comunitarios. 

Según las noticias que se han publicado en los medios de comunicación, los casos de discrimina-
ción contra las mujeres y niñas, así como los casos de violencia doméstica y violencia de género, han 
aumentado como consecuencia de las tensiones domésticas durante el confinamiento, en muchas 
ocasiones en condiciones deficientes de vivienda, la presión de acompañar a los hijos e hijas en sus 
tareas educativas en el hogar, y la pérdida de empleo por parte de las mujeres y los hombres. Asimis-
mo, el Comité teme que las restricciones impuestas por la amenaza para la salud fomenten el nacio-
nalismo, el populismo y la xenofobia, así como la discriminación agravada y múltiple contra las muje-
res pertenecientes a grupos minoritarios de todo tipo, y en particular contra las mujeres que se 
encuentran en la parte más baja de la escala económica. El auto-confinamiento puede llevar en 
última instancia al nacionalismo y a oponerse al multilateralismo, y estas tendencias constituyen un 
obstáculo serio para la implementación de las normas internacionales de derechos humanos, inclui-
da la CEDAW, que puede ser muy perjudicial para la igualdad de género. En los gobiernos recae la 
responsabilidad fundamental de dirigir sus países y sacarlos de la crisis y, junto a la sociedad civil y 
las organizaciones defensoras de los derechos de la mujer, deben ser muy vigilantes y rechazar cual-
quier amenaza de este tipo.

A escala intergubernamental, preocupa al Comité que las dificultades que tiene la atención sanita-
ria, las restricciones económicas y presupuestarias, la clausura de fronteras y las limitaciones a la 
libertad de movimiento puedan frenar la solidaridad y la cooperación internacionales y la ayuda al 
desarrollo cuando más se necesitan, y, sobre todo, por parte de las mujeres y niñas. Estas tendencias 
pueden intensificar la pobreza y las desigualdades, sobre todo en aquellos países que no disponen de 
sistemas de asistencia fuertes. Los estados deben ser conscientes de estos riesgos y cumplir su deber 
de prestar asistencia y cooperación a nivel internacional.

Además, los estados deben analizar y vigilar de forma regular las consecuencias y el impacto en 
cuanto al género de la pandemia, recopilar y analizar datos, y planificar para sostener e impulsar aún 
más la igualdad de género después de la crisis sanitaria. Forma parte de sus obligaciones en virtud 
de CEDAW y requiere aparatos nacionales adecuados e infraestructuras sólidas en materia de 
género.

Los mecanismos nacionales para el avance de la mujer, así como los mecanismos para la igualdad 

de género y las instituciones nacionales de derechos humanos, son, a menudo, estructuras frágiles, 
sin preparación o financiación adecuadas, que no disponen de una arquitectura apropiada, autori-
dad o poderes reguladores para realizar eficazmente tareas de supervisión, vigilancia o evaluación 
del impacto. Se enfrentan a mayores obstáculos en el ejercicio de sus mandatos durante las crisis. Los 
estados han de colaborar y mantener estos mecanismos, desarrollándolas incluso más durante y 
después de la crisis del COVID-19. Los estados no deben debilitar, marginar o reducir las dotaciones 
económicas destinadas a la igualdad de género sino, a cambio, aprovechar la oportunidad para 
ajustar sus operaciones, planificar y seguir invirtiendo en esta área. Serán pasos esenciales para 
garantizar la igualdad de género, el empoderamiento de la mujer, el liderazgo de la mujer y su plena 
participación en la adopción de decisiones durante la ‘convalecencia’ de nuestras sociedades.

El Comité cree firmemente que estos momentos sin precedentes también suponen una oportuni-
dad para el cambio, siguiendo el principio de ‘no dejar a nadie atrás’ de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, y reconociendo que las mujeres y los mecanismos nacionales para el avance de la mujer 
son fundamentales para las estrategias de respuesta y recuperación. Las instituciones nacionales de 
derechos humanos, el sistema de la ONU, los órganos creados en virtud de tratados de derechos 
humanos y los procedimientos especiales de la ONU pueden unirse para mostrar el camino a 
emprender, tanto para los estados como para los actores de la sociedad civil. La iniciativa del Centro 
de Conocimientos de CEDAW, con sus próximos webinars sobre los derechos de la mujer, será la con-
tribución principal de CEDAW a esta nueva manera de pensar y a la acción conjunta. El Comité invita 
a todos los actores relevantes, incluido el sector privado, a unirse a la iniciativa, y espera que siente las 
bases, en colaboración con otros actores relevantes, para un entorno post-COVID-19 positivo y facili-
tador que ponga al día la lección principal de esta situación: nadie está a salvo si no estamos todos a 
salvo.    

El Comité solicita a los estados que intenten aprovechar este momento de la historia humana y 
procuran tratarlo como oportunidad para adoptar estrategias transformadoras que se basen en el 
empoderamiento y liderazgo de la mujer, sobre todo en los campos de las tecnologías digitales y la 
inteligencia artificial.  En última instancia, los estados deben salir de la crisis del COVID-19 más solida-
rios, respetando las normas de derechos humanos y promoviendo la gobernanza inclusiva, la justicia 
social y la paz.        


